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ses reguladoras del Programa Personal de Integración y Empleo (PIE) dirigido a traba-
jadores desempleados para la mejora de su empleabilidad e inserción laboral (BOCYL 
21 de junio de 2016).

 Castilla y León. Orden EYH/595/2016, de 22 de junio, por la que se aprueban las nor-
mas de organización y funcionamiento de la Comisión Regional de Minería de Castilla 
y León (BOCYL 1 de julio de 2016).

 Extremadura. Decreto-ley 1/2016, de 10 de mayo, de medidas extraordinarias contra 
la exclusión social (DOE 11 de mayo de 2016 y BOE 17 de junio de 2016).

 Galicia. Ley 6/2016, de 4 de mayo, de la economía social de Galicia (DOG 18 de mayo 
de 2016 y BOE 18 de junio de 2016).

 Murcia. Ley 7/2016, de 18 de mayo, de reforma de la Ley 12/2014, de 16 de diciembre, 
de Transparencia y Participación Ciudadana de la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia (BORM 20 de mayo de 2016 y BOE 22 de junio de 2016).

 Murcia. Ley 11/2016, de 15 de junio, por la que se modifi ca la Ley 7/2007, de 4 de abril, 
para la Igualdad entre Mujeres y Hombres, y de Protección contra la Violencia de Gé-
nero en la Región de Murcia (BORM 17 de junio de 2016 y BOE 12 de julio de 2016).

 País Vasco. Ley 5/2016, de 21 de abril, de modifi cación de la Ley de Gestión de Emer-
gencias (BOPV 27 de abril de 2016 y BOE 23 de junio de 2016).

 País Vasco. Ley 6/2016, de 12 de mayo, del Tercer Sector Social de Euskadi (BOPV 19 de 
mayo de 2016 y BOE 23 de junio de 2016).

 País Vasco. Decreto 82/2016, de 31 de mayo, por el que se ordena la formación profe-
sional para el empleo en Euskadi (BOPV 7 de junio de 2016).
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La contraproducente prioridad 
aplicativa del convenio de empresa

«La novedad que ahora se incorpora va encaminada
[…] a facilitar una negociación de las condiciones

laborales en el nivel más cercano y adecuado
a la realidad de las empresas y sus trabajadores»

Preámbulo de la Ley 3/2012, de 6 de julio, de medidas
urgentes para la reforma del mercado laboral

La cuestión relativa a la ordenación de las relaciones 
entre los instrumentos convencionales de distinto nivel 
es, sin duda, una de las de más difíciles y complejas del 
Derecho del Trabajo. Ello se debe, antes que nada, a las 
singulares características del poder regulador del que 
emanan. En tanto expresión de la capacidad de los prota-
gonistas de las relaciones laborales de ordenar sus rela-
ciones e intereses contrapuestos, la autonomía colectiva 
es, como ha puesto de relieve en más de una ocasión la 
doctrina, un poder disperso y asistemático, en la medida 
en que, no sólo recae sobre un conjunto indeterminado 
de sujetos (todos los que, en un nivel u otro, representan 
a los trabajadores y empresarios), sino que se expresa a 
través de fórmulas muy diversas (convenios colectivos, 
acuerdos marco, pactos de empresa, de los más variados 
ámbitos territoriales y funcionales), no coordinadas en 
principio unas con las otras.

La ordenación que se haga de tales instrumentos no 
es, por lo demás, una que pueda solventarse en base a 
criterios puramente técnicos. No se trata solamente de 
que, al emanar todos del mismo poder regulador, no 
resulte posible establecer entre ellos ninguna prelación 
o preferencia intrínseca. Es que sobre ella inciden otros 
factores, como los relativos a las relaciones de poder en-
tre los sujetos que los negocian o los efectos que sobre el 
sistema de relaciones laborales y la economía en general 
puede tener la decisión de privilegiar uno u otro instru-
mento o ámbito de contratación sobre los demás. En el 
fondo se trata, así pues, de una cuestión en gran medida 
de política del Derecho, cuya solución puede variar, no 
sólo de un ordenamiento a otro, sino de una etapa histó-
rica a otra dentro de un mismo ordenamiento. Muestra 
palpable de esto último es, precisamente, el tratamiento 
que ha merecido a lo largo de las últimas décadas dentro 
del Derecho del Trabajo español.

Como ha sostenido uno de los observadores más 
atentos de la evolución del tratamiento normativo de 
nuestra negociación colectiva, el legislador del Estatu-
to de los Trabajadores de 1980 optó por mantener una 
posición de neutralidad en cuanto a la elección por las 
partes de los niveles de contratación, encomendando la 
tarea de ordenar las relaciones entre los mismos, y por 
tanto de renovar la estructura negocial, a las organiza-
ciones sindicales y empresariales más representativas 
de nivel estatal o autonómico, mediante la creación un 
potente instrumento: el acuerdo marco estructural. Fue 
así cómo, mientras el apartado 1 del artículo 83 dispu-
so que los convenios colectivos «tendrán el ámbito de 
aplicación que las partes acuerden», su apartado 2 atri-
buyó a dichas organizaciones capacidad de establecer, 
mediante «acuerdos interprofesionales o por convenios 
colectivos», «la estructura de la negociación colectiva, 
así como fi jar las reglas que han de resolver los confl ictos 
de concurrencia entre convenios de distinto ámbito», 
dotando a esta regulación de carácter vinculante para 
los niveles inferiores.

No obstante, entre tanto se produjese dicha orde-
nación, el legislador decidió garantizar la estabilidad de 
la estructura de la negociación ya existente, a través de 
la regla sobre concurrencia contenida en el artículo 84, 
de acuerdo con la cual «un convenio colectivo, durante 
su vigencia, no podrá ser afectado por lo dispuesto en 
convenios de ámbito distinto», salvo pacto en contrario, 
conforme al precepto citado. El efecto de esta regla no 
es otro que sancionar la aplicación preferente del conve-
nio prior in tempore, actuando como muro de contención 
frente a la tentativa de arrebatarle todo o parte de su 
ámbito de «soberanía» por parte de otro posterior. Na-
turalmente, así concebida, se trata de una regla suma-
mente rígida, capaz producir una «petrifi cación» de la 
estructura contractual vigente en cada momento, cuya 
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única justifi cación se encontraba en la razón de conve-
niencia antes apuntada.

Esa esperada reordenación pactada de la estructura 
de nuestra negociación colectiva, sin embargo, nunca 
llegó. Si bien desde los años ochenta la práctica totalidad 
de los grandes acuerdos y pactos sociales de ámbito con-
federal han venido haciendo referencia a la necesidad de 
racionalizar la red de unidades de negociación imperante 
en España, ninguno de ellos se ha inclinado por adoptar 
criterios claros y vinculantes sobre el particular. La pre-
visión del artículo 84, pensada como transitoria y pura-
mente dispositiva para la autonomía colectiva, terminó 
así por perpetuarse y dar lugar a la «cristalización» de 
una arcaica organización de los niveles de contratación, 
heredada en gran medida de la situación anterior a la en-
trada en vigor del Estatuto, cuyo rasgo más característi-
co está representado por el predominio de los convenios 
de sector de reducida dimensión (generalmente provin-
ciales), en desmedro del espacio de los nacionales y de 
empresa. De hecho, aun hoy esa estructura «ambivalen-
te», semicentralizada o semidescentralizada, según se la 
mire, sigue siendo la imperante si se tiene en cuenta que 
alrededor del 51% de trabajadores se rigen por conve-
nios del primer tipo, mientras que los de ámbito nacional 
y de empresa, aún habiendo incrementado su tasa de co-
bertura, alcanzan sólo al 12 y al 37%, respectivamente, 
de los trabadores por cuenta ajena en nuestro país.

Este tipo de sistemas «intermedios» son, como es 
sabido, los más problemáticos de todos los posibles. Esto 
se debe a que, si por una parte resultan demasiado des-
centralizados como para propiciar una reducción de la 
confl ictividad o favorecer la adopción de políticas de ren-
tas en momentos de crisis, como sucede con los centrali-
zación plena, por la otra terminan siendo excesivamente 
centralizados como para permitir una satisfactoria adap-
tación de las condiciones de trabajo, y en particular los 
salarios, a la situación y necesidades específi cas de las 
empresas, según ocurre en el caso de los completamente 
descentralizados. Se acumulan así inconvenientes mien-
tras las ventajas terminan por diluirse.

En los años ochenta este diseño fue cuestionado por 
su excesiva descentralización, que difi cultaba la aplica-
ción de las medidas de contención salarial consideradas 
necesarias para afrontar los efectos de la crisis económi-
ca, recurriéndose a la fi gura del acuerdo social bipartito o 
tripartito intersectorial para conseguir ese efecto. Seme-
jante percepción cambiará radicalmente hacia mediados 
de los años noventa. A partir de entonces este mismo 
sistema seria valorado negativamente, paradójicamente, 
debido a su excesiva centralización. Un rasgo que a juicio 
de muchos impedía esa adecuación de sus contenidos a 
las circunstancias de cada unidad productiva considera-

da indispensable para reforzar la competitividad de las 
empresas en el marco de una economía como la españo-
la cada vez más integrada internacionalmente.

De hecho, la reforma laboral de 1994 tuvo entre sus 
objetivos nucleares, precisamente, el de debilitar el pa-
pel uniformador desempeñado por los convenios secto-
riales, especialmente de carácter provincial, como se ha 
dicho, favoreciendo una regulación de las condiciones de 
trabajo más próxima al nivel empresarial. La vía elegida 
no estuvo representada, sin embargo, por la atribución 
de prioridad aplicativa al convenio de empresa, pese a 
que esta hubiera sido opción coherente con ese objetivo, 
sino por la creación de dos instrumentos dirigidos a ha-
cer posible la inaplicación parcial y condicionada en ese 
espacio de los convenios de ámbito superior. En concre-
to, las cláusulas de descuelgue, que todo convenio su-
praempresarial debía incluir como parte de su contenido 
necesario según el nuevo texto del artículo 82.3 con el 
fi n de permitir a las empresas en difi cultades pactar la no 
aplicación de los salarios por ellos regulados, y los acuer-
dos de modifi cación de condiciones de trabajo distintas 
del salario previstas en convenio estatutario, suscepti-
bles de ser adoptados al amparo de artículo 41.2 cuando 
existan razones económicas, técnicas, organizativas o de 
producción que lo justifi quen.

¿Por qué se optó por esta compleja solución frag-
mentaria en vez de favorecer directamente la negocia-
ción empresarial? La explicación que se dio se relaciona 
con la peculiar estructura del tejido productivo español, 
articulado predominantemente en torno a las unidades 
de pequeña o muy pequeña dimensión. En un contexto 
como este, una apertura incondicionada a la negociación 
de empresa estaría en condiciones de conducir, antes que 
al desarrollo de la capacidad adaptativa de los conve-
nios, a una intensa desarticulación del sistema negocial, 
dentro del cual la función uniformadora que venían cum-
pliendo los convenios de sector podría verse sustituida 
por una fi jación de condiciones de trabajo muy fragmen-
tada a nivel cada pequeña unidad productiva, en muchos 
casos incluso al margen de los cauces colectivos de ne-
gociación. Se daría con ello, según se advirtió, la salida 
a la carrera hacia una depredadora competencia desleal 
basada en la reducción de costes laborales, dentro de la 
cual se daría pábulo a toda clase de maniobras evasivas 
basadas en la manipulación de unas representaciones la-
borales débiles e inexpertas en ámbitos tan reducidos. 
Inconvenientes, todos, que se conjuran en gran parte in-
troduciendo medidas descentralizadoras singularizadas, 
temporales y además causales y colectivamente gestio-
nadas, como las previstas por los preceptos aludidos.

El escaso impacto que tuvieron estos instrumentos, y 
en particular las cláusulas de descuelgue, con frecuencia 
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obstaculizadas por los convenios encargados de regular-
las, determinaría que el legislador de 2011, primero, y el 
de 2012, después, optasen por introducir una doble solu-
ción, en parte distinta y, sobre todo, más radical. Esta no 
estuvo representada solo por el despojo a los convenios 
supraempresariales de esa capacidad, atribuyendo direc-
tamente a las partes negociadoras a nivel de empresa el 
poder de sustituir sus contenidos mediante la creación de 
un sistema único y materialmente más extenso y fl exible 
de inaplicación, residenciado en el propio artículo 82.3. 
Además, desoyendo las advertencias de potencial desin-
tegración del sistema negocial, se decidió imponer tam-
bién la «prioridad aplicativa» de los convenios de empre-
sa, grupos o redes de empresas, sobre los de sector, sean 
estatales, autonómicos o de ámbito inferior, bien que no 
con carácter general sino respecto de ciertas materias 
«que se identifi can como más cercanas a la realidad de 
las empresas», según se lee en la exposición de motivos 
del Real Decreto-Ley 7/2011, incorporándola al apartado 
2 del artículo 84 como una excepción a la regla prior in 
tempore de su apartado 1. Eso ocurriría inicialmente con 
carácter supletorio respecto de lo que pudiera haberse 
decidido a través de acuerdo marco o convenio estatal 
o autonómico. Y, tras haberse advertido la resistencia de 
muchos de estos instrumentos, con carácter imperativo 
para la autonomía colectiva.

Las consecuencias de esta decisiva modifi cación, que 
dejó sin juego las cláusulas de «blindaje» frente a la ne-
gociación de empresa incluidas en muchos convenios de 
sector, no se dejarían esperar. Estas vendrían represen-
tadas por un muy notable incremento de los convenios 
empresariales de nueva creación. Así, ya en 2012 se ne-
gociaron 323. Cifra que se elevaría a 625 en 2013, a 576 
en 2014 y a 416 en 2015. Es decir, nada menos que 1.940 
nuevos convenios de empresa en menos de cuatro años. 
Tan llamativa como este dato, que podría ser interpre-
tado como una muestra del éxito de la reforma, resulta, 
de todas formas, la paralela disminución del número de 
trabajadores afectados por los mismos. Si en 2012 di-
chos convenios se aplicaban a 143 trabajadores como 
promedio, esta cifra se redujo a 88 en 2013 y a 84 en 
2014, para llegar a 60 en 2015. Menos de la mitad que al 
inicio del período.

A la luz de estos datos, inquietantes sin duda, resulta 
más que justifi cado preguntarse si la atribución de prio-
ridad aplicativa a los convenios de empresa sobre los 
sector está sirviendo realmente para favorecer esa adap-
tación de las condiciones laborales a la situación de las 
empresas que así lo requieren pretendida por el legisla-
dor o está más bien abriendo la puerta a la adopción de 
regulaciones de mero carácter peyorativo de condiciones 
laborales de gran relevancia en empresas de muy redu-

cidas dimensiones, en muchos casos a través de procedi-
mientos de negociación de dudosa autenticidad, como 
se hipotetizó que ocurriría.

Este fue el interrogante que nos propusimos despe-
jar un núcleo de investigadores de diversas universida-
des españolas, agrupados en torno al Observatorio de la 
Negociación Colectiva patrocinado por la Confederación 
Sindical de Comisiones Obreras, a través del estudio de 
una muestra de 99 convenios de empresa de los 1.023 
negociados con carácter novedoso entre marzo de 2012 
y julio de 2014 al amparo del nuevo texto del artículo 
84.2 del Estatuto, pertenecientes a diez sectores pro-
ductivos y equilibradamente repartidos desde el punto 
de vista de los territorios y la dimensión de las empresas 
afectadas. Los cuales, naturalmente, debían ser puestos 
en relación con los convenios vigentes en sus respectivos 
sectores. 

El informe resultante, recientemente publicado (Los 
convenios de empresa de nueva creación tras la reforma 
laboral de 2012, Madrid, 2016), ofrece información de la 
mayor relevancia a los efectos de evaluar, con criterio 
práctico y no puramente ideológico, el impacto que está 
teniendo la tantas veces aludida previsión legislativa, no 
solo sobre las condiciones de trabajo, sino respecto de la 
propia estructura del tejido negocial y el sistema de rela-
ciones laborales en su conjunto, como se podrá apreciar 
a continuación.

Un primer dato, muy llamativo, está representado 
por el elevado número de convenios que, aunque decla-
ran ser de ámbito empresarial, son en realidad de ámbito 
inferior. Estos llegan casi al 40% de los estudiados. Esta 
anómala situación puede ser interpretada como expresi-
va de la pretensión, muy extendida al parecer, de dilatar 
el efecto de la prioridad aplicativa a supuestos no con-
templados por la norma, particularmente en empresas 
que cuentan con representantes de los trabajadores solo 
en algunos centros de trabajo. En ciertos casos con el 
propósito de prolongar su aplicación a todos ellos. As-
piraciones estas que contrastan con el carácter expreso 
y excepcional de la referencia legislativa al convenio de 
empresa, en el primer caso, y además con los límites de 
la representación los que los suscribieron, en el segundo.

El aspecto más delicado del análisis está representa-
do, en todo caso, por la valoración de la posible existen-
cia de una ruptura de la unidad sectorial fruto de una im-
posición empresarial antes que de un verdadero proceso 
de negociación. Este es un cometido que el estudio abor-
da recurriendo a una novedosa técnica de «semáforo», 
basada en la presencia de cinco indicios clave: a) unida-
des muy pequeñas (debajo de 50 trabajadores), b) perío-
dos de negociación cortos (un día, unos pocos días, un 
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mes); c) vigencias largas (superiores a dos años), d) fi rma 
por representantes no sindicalizados o escasamente fi a-
bles (un solo delegado, aún afi liado a un sindicato) y e) 
inexistencia de articulación con las unidades superiores. 
El resultado que arroja este análisis es digno de ser resal-
tado. Aún sin tener que aludir a los supuestos dudosos, 
más del 25% de los convenios analizados merecen un 
«rojo» sin paliativos, por reunir acumulativamente los 
cinco indicios mencionados. En algunos sectores, como 
la industria química, no son muchos. En otros, como la 
hostelería, en cambio, representan la mayoría.

Ahora bien, ¿qué ocurre si pasamos a analizar los 
contenidos de los convenios seleccionados y los con-
frontamos con la regulación sectorial en principio apli-
cable a las empresas que los suscribieron?

La materia más relevante es este caso no es otra que 
el salario. Condición en relación con la que el artículo 
84.2 atribuye prioridad al convenio de empresa en lo 
atiente a la cuantía de su montante básico y comple-
mentos, no de otras percepciones. Por supuesto, dentro 
de la muestra hay convenios de sector que dejan a los 
de empresa en libertad para fi jar los salarios, haciendo 
innecesaria la aplicación del precepto. Asimismo, se de-
tectan convenios de empresa que mejoran de las retri-
buciones del nivel superior, especialmente tratándose de 
empresas industriales, de tamaño medio o grande, ubi-
cadas en el País Vasco o Cataluña. Más allá de estos su-
puestos excepcionales, predominan abrumadoramente 
los convenios que optan por reducir sin más los salarios 
pactados en el sector. Drásticamente en muchos casos y 
además por todas las vías posibles: no solo afectando el 
salario base, sino el importe de las pagas extraordinarias, 
los complementos salariales o la cláusula de revisión. 
Con frecuencia llevando a cabo incluso una reducción, 
no prevista por el precepto, de ciertas percepciones ex-
trasalariales, se trate de las dietas, los pagos por gastos 
médicos o las mejoras voluntarias de la Seguridad Social. 
En algunos casos esa reducción viene acompañada de la 
creación de una doble escala salarial encubierta, ya que 
luego de haberla impuesto se aclara que los trabajadores 
antes afectados por el convenio sectorial mantienen sus 
mejores salarios a título de cláusula de garantía ad per-
sonam. Con todo, la práctica más llamativa es la de algu-
nos convenios que disponen que el monto del salario de 
todos los trabajadores de la empresa será el del salario 
mínimo interprofesional o una cantidad muy próxima. 
Una decisión que no puede ser interpretada sino como 
una disimulada apuesta por su fi jación unilateral e indi-
vidualizada por el empresario.

El segundo bloque temático al que merece prestar 
atención es el relativo al tiempo de trabajo. Aquí, aunque 
la prioridad aplicativa del convenio de empresa se limita 

a la regulación del horario, la distribución de la jornada, 
el régimen de turnos y la planifi cación anual de las vaca-
ciones, son numerosos los convenios que elevan la jorna-
da máxima fi jada por los convenios de sector. Esto ocurre 
particularmente tratándose de empresas de los sectores 
de construcción y hostelería. La regulación de la distri-
bución de la jornada, así como de las demás cuestiones 
aludidas, en cambio, no suele plantear confl ictos, ya que 
prácticamente todos los convenios de sector contienen 
reenvíos a los niveles inferiores, incluido el de empresa, 
que los habilitan para disciplinar dichas materias. Es par-
tiendo de estos reenvíos que la mayoría de convenios de 
la muestra procede a su regulación, sin incurrir por tan-
to en ningún tipo de concurrencia confl ictiva que haga 
necesaria la aplicación del artículo 84.2. Estos recurren 
entonces a sistemas diversos, aunque con una marcada 
tendencia, seguramente debido al incremento del poder 
unilateral del empresario en la gestión de distribución 
irregular de la jornada introducido por el nuevo texto del 
artículo 34.2, a facilitar su utilización por el mismo sin 
someterse a exigencias causales. Y, por cierto, con una 
completa falta de atención la necesidad de conciliar la 
organización del tiempo de trabajo con la vida laboral y 
familiar de los trabajadores, pese a que esta última es 
una de las cuestiones a las que alude el artículo 84.2, 
otorgándole prioridad si es objeto de tratamiento por 
esta clase de convenios.

El espacio de la prioridad aplicativa de los convenios 
de empresa es más escaso en lo relativo a la regulación 
de los sistemas de clasifi cación profesional, tercer blo-
que de materias al que remite el artículo 84, ya que aquí 
la habilitación normativa está vinculada exclusivamente 
a su «adaptación» al ámbito de la empresa. Una refe-
rencia que excluye las regulaciones opuestas a las de los 
convenios de sector y autoriza solo las que tengan un 
efecto de ajuste o adecuación. No es esto, sin embargo, 
lo que han entendido los negociadores de los convenios 
estudiados, que en su mayoría han optado por introdu-
cir tratamientos de evidente carácter discordante. En 
algunos casos el propósito ha sido dar lugar a sistemas 
clasifi catorios más fl exibles, de carácter grupal, frente 
al mantenimiento de la categoría como instrumento 
básico por los convenios de sector. Mayoritariamente, 
empero, sucede lo contrario. De lo que se trata es, más 
bien, de recuperar los sistemas categoriales, en principio 
más rígidos, frente al intento del convenio de sector de 
imponer otros más dúctiles basados en los grupos profe-
sionales, en línea con las previsiones del artículo 22 del 
Estatuto de los Trabajadores.

Un semejante rol de adaptación es, fi nalmente, el 
que el artículo 84.2 reconoce a los convenios de empresa 
para la regulación de aquellos extremos del régimen jurí-
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dico de las modalidades de contratación respecto de los 
cuales la ley habilita su intervención. Los negociadores 
no muestran una especial predisposición a aprovechar 
esta prerrogativa, ya que en la mayor parte de los casos 
lo que hacen es introducir regulaciones que reiteran o 
complementan lo establecido por los convenios secto-
riales de referencia o se ocupan de cuestiones no trata-
das por estos, siempre en todo caso dentro de la legali-
dad, dando lugar a regulaciones no concurrentes, válidas 
sin necesidad de hacer uso de la prioridad aplicativa. Así 
ocurre en particular cuando dichos convenios se ocupan, 
en línea con lo previsto por el artículo 15 del Estatuto, de 
especifi car los trabajos, tareas o actividades susceptibles 
de ser realizadas al abrigo de los contratos temporales 
para obra o servicio determinado y eventual.

Los resultados del estudio empírico de los convenios 
empresariales de nueva creación posteriores a la refor-
ma laboral de 2012, expuestos hasta aquí en apretada 
síntesis, permiten apreciar cómo la atribución de carác-
ter imperativo a la regla de prioridad aplicativa presente 
en el artículo 84.2 del Estatuto de los Trabajadores está 
sirviendo principalmente para facilitar una masiva im-
posición de reducciones salariales e incrementos de jor-
nada en empresas de reducidas dimensiones y a través 
de procesos de negociación en muchos casos de dudosa 
autenticidad. Y no, al menos de forma preponderante, 
como hubiera sido deseable, para que las organizaciones 
productivas de dimensión media o grande adopten regu-
laciones de las condiciones laborales acomodadas a su 
realidad y necesidades específi cas a través de un verda-
dero proceso de intercambio con los representantes de 
su personal. En algunos casos peyorativas seguramente, 
pero no en todos, ni necesariamente. Esto es algo que 
ocurre seguramente, no tanto debido a la inconsistencia 
del diseño legislativo, como al hecho de que la extrema 
fragmentación del tejido empresarial español, donde el 
41,5% de los trabajadores presta hoy servicios en em-
presas de menos de cincuenta trabajadores, siento estas 

nada menos el 97,7% del total, induce de forma natural 
más a lo primero que a lo segundo.

En tales condiciones, cabe interrogarse por la utilidad 
de dicho mecanismo. Máxime cuando existe ya dentro 
de la legislación española otro que permite a las empre-
sas inaplicar los salarios y la jornada pactados en conve-
nio colectivo, bien que con carácter singularizado y tem-
poral, además de supeditado a la concurrencia de causas 
que lo justifi quen. La prioridad aplicativa del convenio de 
empresa, si no suprimida, debería ser, por tanto, al me-
nos revisada en lo que a sus elementos confi guradores 
se refi ere, con el objeto de prevenir comportamientos 
como los descritos, que en nada contribuyen a la salud 
de nuestro tejido productivo o nuestra negociación co-
lectiva. Quizá, al menos, con el objeto de demandar una 
cierta consistencia, tanto de la unidad empresarial res-
pecto de la cual se predica la prioridad aplicativa, como 
de la representación de los trabajadores a ella vinculada. 
Desde luego, nunca inferior a los cincuenta trabajadores.

La anterior es una conclusión que podía ser apenas 
aventurada inicialmente, dejando abierto un espacio 
para planteamientos entusiastas basados en una aprio-
rística defensa de las virtudes de la negociación empre-
sarial, cualquiera que esta sea. La misma emerge, en 
cambio, con claridad del análisis empírico de los produc-
tos de la contratación colectiva. Con ello queda demos-
trada nuevamente la utilidad y pertinencia de esta clase 
de estudios, considerados por algunos como una suerte 
de producto de menor valor frente al verdadero análisis 
científi co, que no sería otro que el análisis dogmático 
de las normas e instituciones. Una vez más se pone de 
manifi esto, así pues, que no hay análisis dogmático útil 
fuera del que parte de la realidad y vuelve hacia ella. Para 
transformarla, naturalmente.
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